
 
 

CAPÍTULO IV 
 

SUBSTANCIACIÓN DEL JUICIO DE LESIVIDAD ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSITICA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 
 
 
 

Durante el capítulo, anterior expusimos detalladamente el aspecto teórico del 

juicio de lesividad. En dicho ejercicio nos percatamos de los grandes cambios que 

supone al procedimiento contencioso administrativo, el mencionado juicio, 

considerando que es una especie de éste. En las siguientes líneas abordaremos el estudio 

del aspecto procesal del juicio de lesividad, con la intención de encontrar nuevamente, 

los elementos que hacen tan especial a esta institución jurídica.  

 

En términos generales, podemos decir que la institución del juicio de lesividad es 

muy similar a la desarrollada en el juicio de nulidad.  Confirma lo anterior el hecho de 

que en el capítulo IV del CFF dedicado a regular el procedimiento contencioso 

administrativo, en ningún momento se hace una distinción procedimental con respecto 

al juicio de lesividad; por lo que entendemos que debemos seguir los lineamientos que 

se estipulan para el juicio normal. Sin embargo, es necesario detenernos en algunas 

partes del proceso, puesto que merecen una reflexión en atención a la naturaleza del 

juicio que estudiamos. En el juicio de lesividad los momentos procesales que deben 

seguirse son menores a los del juicio normal, lo que provoca que en la práctica, su 

conclusión se dé en un menor tiempo que el utilizado para fenecer el juicio de nulidad 

tradicional. 

 

 



4.1 Oportunidad para interponer el juicio 

 

Es el primer elemento esencial 1 que debe cuidar, en este caso, la Autoridad 

Administrativa al momento de iniciar su acción ante el TFJFA. El Magistrado instructor 

a cuyo conocimiento se someta un juicio de lesividad, deberá estudiar de oficio que su 

presentación se haya hecho dentro del lapso que la ley otorga, con el fin de poder 

descartar una posible causal  de improcedencia. El artículo 202 del CFF señala que será 

improcedente el juicio que se tramite ante el TFJFA, por las causales siguientes: 

 

. . .  

 

IV. Respecto de las cuales hubiere consentimiento, entendiéndose que hay 

consentimiento únicamente cuando no se promovió algún medio de defensa en los 

términos de las leyes respectivas o juicio ante el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa en los plazos que señala este código. 

 

La situación anterior traería como consecuencia la emisión de un acuerdo en el 

que se desechara la admisión de la demanda, debido a su notoria extemporaneidad. De 

ahí, la importancia de que las autoridades acudan en tiempo y forma a incoar el juicio de 

lesividad. 

 

El artículo encargado de regular el plazo que tienen los demandantes para 

interponer el juicio de nulidad es el 207 del CFF. Entrando en materia, la parte del 

numeral precitado que se refiere específicamente al juicio de lesividad, es el tercer 

párrafo, mismo que señala lo siguiente: 

                                                 
1 MARGAIN MANAUTOU, Emilio. “ De lo contencioso administrativo de anulación o de ilegitimación 
”. 11ª ed. Porrúa. México, 2002. pag,201 



Las autoridades podrán presentar la demanda dentro de los cinco años siguientes a 

la fecha en que sea emitida la resolución, cuando se pida la modificación o nulidad 

de un acto favorable a un particular, salvo que haya producido efectos de tracto 

sucesivo, caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier 

época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos de la 

sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, sólo 

se retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda. 

 

De la lectura de este artículo se desprende que la ley concede dos oportunidades 

diferentes a las Autoridades Administrativas para impugnar las resoluciones favorables 

que emitieron en favor de un particular. Dichos supuestos son los siguientes: 

 

a) Dentro de los cinco años siguientes a la fecha en que sea emitida una resolución, 

cuando se pida la modificación o nulidad de un acto favorable al particular. 

b) En cualquier época sin exceder de los cinco años del último efecto cuando la 

resolución haya producido efectos de tracto sucesivo. Lo que nos hace suponer 

que en tal supuesto, la autoridad podrá demandar 15, 10 ó 20 años después de 

haber emitido la resolución,  si es que ésta tuvo efectos de tracto sucesivo. 

 

Si hacemos una comparación de la oportunidad que se otorga a la Autoridad 

Administrativa en su papel de demandante con respecto al otorgado al particular cuando 

funge dicho papel, encontramos dos diferencias fundamentales. La primera diferencia es 

trascendental, pues mientras que a la Autoridad Administrativa se le otorgan cinco años 

( pudiendo ser más según el segundo supuesto estudiado ) para presentar su demanda, al 

particular sólo se le otorgan 45 días. Una segunda diferencia consiste en que el 

particular tendrá 45 días para presentar su demanda, mismo que correrá a partir del día 

siguiente a aquel en que hubiere surtido efectos la notificación de la resolución 

impugnada; en cambio, la autoridad tendrá 5 años pero a partir del día siguiente en que 



se hubiere emitido la resolución. Si bien es cierto que en el caso de la segunda 

diferencia encontrada, no es de capital importancia, creemos importante hacerla notar 

pues este tipo de diferencias van constituyendo la institución del juicio de lesividad. 

 

Como hemos venido mencionando a lo largo de este trabajo de investigación el 

contenido de este artículo en particular, nos parece desafortunado, pues consideramos 

que vulnera las garantías constitucionales del particular creando un estado de 

inseguridad e incertidumbre jurídica. En este momento no abundaremos más sobre esta 

cuestión puesto que entraremos a su estudio detallado en el siguiente capítulo. 

 

 

4.2 Demanda 

 

En el capítulo anterior estudiamos cuáles son los requisitos que debe satisfacer una 

resolución favorable para poder ser objeto de juicio. Por esa razón, una vez que la 

Autoridad Administrativa verifique que está dentro del término para interponer el juicio 

de lesividad, lo primero que tendrá que estudiar es si la resolución que emitió cumple 

con los requisitos necesarios, que en resumen son: 

 

- Reconocimiento de la autoridad responsable de que su acto es ilegal 

- Observación de la autoridad de que la resolución no aplica la ley en toda la 

extensión del caso. 

- Observación por la autoridad de que su resolución padece graves vicios de fondo 

y que de no corregirse se beneficiará al particular, no obstante, no asistirle el 

derecho. 



 

La demanda, como lo establece el artículo 207, al igual que en el juicio de nulidad, 

deberá ser entregada por escrito ante la Sala Regional competente. Para determinar qué 

Sala Regional del TFJFA será competente, debemos remitirnos a la LOTFJFA pues en 

ésta, se establece la competencia territorial del tribunal. El artículo 31 de la LOTFJFA 

señala que la competencia del TFJFA para conocer del asunto, la tendrá la Sala en cuya 

circunscripción se encuentre el domicilio que emitió el acto, sin embargo, en el último 

párrafo señala lo siguiente: 

 

Las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón del territorio respecto del 

lugar donde se encuentra la sede de la autoridad demandada; si fueran varias las 

autoridades demandadas, donde se encuentre la que dictó la resolución 

impugnada. Cuando el demandado sea un particular, se atenderá a su domicilio. 

 

Como vemos, es importante la distinción de competencia que tendrá el TFJFA 

con respecto al juicio de lesividad. La autoridad deberá considerar esta nueva diferencia 

con respecto al juicio de nulidad al momento de interponer la demanda. Una vez 

satisfechos los requisitos anteriores, la Autoridad deberá colmar los demás requisitos 

que el mismo Código exige para una demanda, los cuales analizaremos detalladamente 

a continuación. 

 

4.2.1 Requisitos 

 

El artículo 208 del CFF establece que la demanda deberá contener los siguientes 

requisitos: 

 
I. El nombre del demandante y su domicilio para recibir notificaciones en la sede de la 
Sala Regional competente. 



 

Este primer elemento, exige que la Autoridad que emitió el acto, tome el papel 

de demandante. Por tal motivo, deberá anotarse  el nombre de la unidad administrativa 

que emitió el acto, y considerando que es una persona jurídica colectiva de derecho 

público, deberá anotarse también el nombre del funcionario que la represente. 

 

Para satisfacer el requisito de personalidad al que erróneamente alude el artículo 

200 del CFF (pues lo correcto debiera ser la personería), no será necesario que la 

autoridad acredite su representación con algún poder o documento especial, ni con el 

mismo nombramiento que faculte al funcionario como titular de la dependencia, según 

su ley orgánica. Para estos efectos, bastará que acredite su personalidad con el 

documento mismo a impugnar en el cual aparecerá que fue la autoridad que lo emitió, 

pues en términos de la fracción I del artículo 234, los documentos públicos que ofrezcan 

las autoridades harán prueba plena. Además, la Autoridad Administrativa en su escrito 

de demanda podrá nombrar a delegados autorizados para que estén facultados a 

intervenir en el juicio, según lo dispuesto por el último párrafo del artículo 200 del CFF. 

 

Por lo que toca al domicilio, lo único que deberá cuidar la autoridad será que 

éste se encuentre en la sede de la Sala Regional que sea competente, según la regla que 

señalamos anteriormente. Por lo que, en su caso, la Autoridad podrá hacer uso de lo 

dispuesto por sus reglamentos internos o leyes orgánicas para facultar a otra de sus 

unidades administrativas a acudir a juicio, en atención a que no tenga su domicilio en la 

circunscripción de la Sala que deba conocer del asunto. 

 

II. La resolución que se impugna. 
 



Haciendo alusión nuevamente a los requisitos que debe tener la resolución 

favorable para satisfacer este elemento, la autoridad administrativa deberá hacer 

referencia y exhibir el oficio a través del cual se haya emitido la resolución que se 

impugna. La única excepción se daría en el caso de que se estuviera demandando una 

afirmativa ficta, con lo cual la Autoridad deberá presentar el escrito por medio del cual 

el particular le realizó una consulta, en la que se advierta la fecha en que se recibió el 

mismo. 

 

III. La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domicilio del particular 
demandado cuando el juicio sea promovido por la autoridad administrativa. 
 

Entendemos que debería considerarse el domicilio fiscal del particular 

demandado. Una vez que se corra traslado al particular, éste podrá designar un 

domicilio convencional para oír y recibir notificaciones. 

 

IV. Los hechos que den motivo a la demanda. 
 

Son los actos y omisiones materiales que se efectuaron o debieron efectuarse en 

el procedimiento administrativo que motivó la emisión de la resolución impugnada. 2 La 

autoridad deberá citar los hechos de una manera resumida, haciendo alusión a los 

momentos y circunstancias en las que se emitió la resolución. 

 

V. Las pruebas que ofrezca. 
 

En este caso la Autoridad Administrativa deberá seguir los mismos lineamientos 

que para el juicio de nulidad se estipulan  en el artículo 230 del CFF. 

                                                 
2 LUCERO ESPINOSA, Manuel. “ Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal 
Fiscal de la Federación ”. 6ª ed. Porrúa. México, 2000. pag, 99 



 

VI. Los conceptos de impugnación. 
 

Los conceptos de impugnación son argumentos razonados que en este caso la 

autoridad debe realizar, para demostrar jurídicamente que la resolución favorable 

impugnada vulnera las disposiciones normativas que afectan o que son lesivas para el 

interés público protegido por la administración. Los conceptos de impugnación deben 

cumplir con tres características3: 

 

- Operantes: cuando atacan los motivos y fundamentos de la resolución 

favorable 

- Fundados: cuando demuestran que le asiste la razón a quien los 

formula 

- Suficientes: cuando bastan para acreditar totalmente la ilegalidad de 

la resolución impugnada 

 

La Autoridad Administrativa sólo podrá fundamentar sus conceptos de 

impugnación con las causales de nulidad que expresamente señalan las fracciones I, IV 

y V del artículo 238. Lo anterior se debe a que –como estudiamos antes- la autoridad no 

podrá argumentar vicios formales par pedir la nulidad de una resolución. 

 

En este sentido, el autor Augusto Fernández Sagardi ha expresado lo siguiente:  

 

“ La autoridad deberá esgrimir argumentos de fondo dirigidos a demostrar 

la ilegalidad del acto que impugne sin que le sea dable argumentar 

                                                 
3 SANCHEZ LEON, Gregorio. “ Derecho Fiscal Mexicano ”. Tomo IV. 13ª ed. Cárdenas. México, 2003. 
pag.195 



cuestiones de forma que se observen en la promoción del particular 

beneficiado con la resolución.”4 

 

Independientemente de lo antes dicho, la Autoridad deberá demostrar 

fehacientemente y convencer al Magistrado instructor de que la resolución favorable 

realmente es lesiva para la Autoridad, pues de lo contrario podría provocar una causal 

de sobreseimiento al no acreditar que afecta a su interés jurídico. 

VII. El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya. 
 

Aquí es donde tendrá su aplicación el tercer coadyuvante del que hablamos al 

estudiar las partes en el proceso, situación que en la práctica es muy poco probable de 

actualizarse. 

 

VIII. Lo que se pida, señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, las 
cantidades o actos cuyo cumplimiento se demanda. 
 

A través de este elemento la Autoridad Administrativa solicitará al Magistrado 

Instructor que se anule la resolución favorable objeto de litigio. Más aún, consideramos 

que de la interpretación sistemática del artículo 207 tercer párrafo in fine, la autoridad 

podrá pedir también que en caso de anular lisa y llanamente una resolución, se condene  

el demandado a restituir al fisco las cantidades devueltas o las que dejó de pagar a raíz 

de dicha resolución. 

 
Como regla general y en atención a que la ley no hace distinción en cuanto al 

juicio de lesividad, entendemos que los apercibimientos decretados en el artículo 208, a 

través de sus últimos párrafos, tendrán la  misma aplicación ante los vicios que 

contengan las demandas presuntivas por las autoridades. 
                                                 
4 Sagardi, comentado por ESQUIVEL VAZQUEZ, Gustavo. “ El juicio de lesividad y otros estudios ”. 1ª 
ed. Porrúa. México, 2002. pag, 85 



 

4.2.2  Documentación anexa 

 

La procedencia de una demanda presentada ante alguna de las Salas Regionales 

del TFJFA no se limita al cumplimiento de los requisitos estudiados en el apartado 

anterior, sino que además deberá acompañarse de determinada documentación 

comprobatoria. El artículo 209 del CFF establece que el demandante deberá adjuntar a 

la demanda los siguientes documentos: 

 

I. Una copia de la misma y de los documentos anexos, para cada una de las partes. 
 

En el particular, la autoridad solamente deberá adjuntar una copia del escrito de 

demanda, pues sólo existe una parte ( el demandado ) a la cual correrle traslado. Sólo en 

el caso de que nombraran un tercero coadyuvante, deberá adjuntar una copia más para 

este último. 

 

II. El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue reconocida 
por la autoridad demandada, o bien señalar los datos de registro del documento con el 
que la acredite ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, cuando no 
gestione en nombre propio. 
 

Como mencionamos en los requisitos de la demanda, no será necesario que la 

Autoridad presente un documento que tenga el fin exclusivo de acreditar su 

personalidad, pues del oficio que contenga el escrito de demanda, se desprende ésta. 

 

III. El documento en que conste el acto impugnado. 
 



En este caso, la autoridad tiene la obligación de presentar el oficio que contenga 

la resolución impugnada, no importando si es una copia, toda vez que por ministerio de 

ley los originales de las resoluciones de las resoluciones siempre serán entregados al 

administrado. Lo anterior se debe a que en la especie, la autoridad no puede argumentar 

que desconoce la resolución impugnada. 

 

En el supuesto de afirmativa ficta, la autoridad estará obligada a presentar el 

original del documento por el cual el particular insto a la autoridad.  

 

IV. La constancia de la notificación del acto impugnado. 
 

Ante un juicio de lesividad, será indiferente la fecha en que la resolución haya 

sido notificada al particular, pues el artículo 207 establece que el plazo para incoar 

dicho juicio correrá a partir del día en que se haya emitido la resolución controvertida.  

 

V. El cuestionario que debe desahogar el perito, el cual deberá ir firmado por el 
demandante. 
 

( sólo ante el caso de ofrecer ese tipo de prueba ) 

 

VI. El interrogatorio para el desahogo de la prueba testimonial, el que debe ir firmado 
por el demandante, en los casos señalados en el último párrafo del artículo 232. 
 

Idem anterior 

 

VII. Las pruebas documentales que ofrezca. 
 



Igualmente los apercibimientos que establece este artículo se harán efectivos a la 

Autoridad Administrativa. Por lo que hace a las demás reglamentaciones que se hacen 

en el numeral citado, no son operantes para el caso en particular. 

 
 
 
4.3 Contestación a la demanda 
 
 

La oportunidad que se otorga al particular para contestar la demanda, son los 

mismos cuarenta y cinco días que el artículo 212 del CFF le otorga a la Autoridad ( 

cuando es demandada ). Con lo cual, a diferencia de la oportunidad que se da a la 

Autoridad para interponer este juicio, en este  momento procesal sí se actualiza el 

principio de igualdad procesal de las partes, si consideramos que tanto al particular 

como a la Autoridad se les da el mismo término. Lo criticable es que el administrado, 

tomando en cuenta lo complejo que puede ser la  resolución controvertida pues ésta 

podría haberse dado más de cinco años atrás, sólo tendrá cuarenta y cinco días para 

preparar su defensa; a diferencia de la Autoridad que tuvo mucho más tiempo para 

plantear correctamente su acción. No obstante, en atención a la economía procesal, 

creemos que no sería adecuado aumentar el término para que el particular diera 

contestación a la demanda.  

 

Una vez satisfecho el requisito del tiempo en que debe contestar la demanda el 

particular con el apercibimiento de ver precluidos sus derechos para ello, deberá 

observar  el cumplimiento de algunos otros elementos formales.  

 
 
 
4.3.1 Requisitos   
 
 



El artículo 213 establece que el demandado, al momento de contestar a la 

demanda, deberá expresar lo siguiente: 

 
 
 
I. Los incidentes de previo y especial pronunciamiento a que haya lugar. 
 
 
 

En otras palabras, se hace referencia a las excepciones dilatorias que el 

demandado puede hacer valer. En el CFF el artículo 217 es el encargado de regular 

éstas, estableciendo que deben resolverse antes de entrar al estudio del fondo del asunto. 

 

 
II. Las consideraciones que a su juicio impidan se emita decisión en cuanto al fondo, o 
demuestren que no ha nacido o se ha extinguido el derecho en que el actor apoya su 
demanda. 
 
 

Aquí se consideran las excepciones perentorias que el demandado pudiera hacer 

valer. Estas excepciones se harán valer a través de las causales de improcedencia y 

sobreseimiento que contienen los artículos 202 y 203 del CFF, y que como lo dice la 

misma fracción: evitan el estudio del fondo del asunto. 

 
 
III. Se referirá concretamente a cada uno de los hechos que el demandante le impute de 
manera expresa, afirmándolos, negándolos, expresando que los ignora por no ser 
propios o exponiendo cómo ocurrieron, según sea el caso. 
 
 

A través de este punto de la contestación a la demanda, el demandado deberá de 

una manera sucinta pero lo más claramente posible, dar su versión de los hechos 

expresados por el actor. De esta forma, podrá negarlos o modificarlos según convenga a 

sus intereses.  

 



IV. Los argumentos por medio de los cuales se demuestra la ineficacia de los conceptos 
de impugnación. 
 
 

Este apartado hace referencia a la refutación de los conceptos de impugnación. 

En ella, el demandado deberá hacer alusión a cada uno de los conceptos de impugnación 

vertidos por la parte actora, con el fin de demostrar que son infundados y con ello el 

Magistrado instructor declare que el actor no probó su acción y, por tanto, que no le 

asiste la razón. En palabras de Gustavo Esquivel Vázquez, los conceptos de 

impugnación pueden ser ineficaces por las siguientes causas5: 

 

- Infundados cuando no le asiste la razón al actor con sus argumentos. 

- Insuficientes cuando no logra desvirtuar en su totalidad la fundamentación y 

motivación de la resolución impugnada. 

- Inoperantes cuando no atacan los motivos y fundamentos de la resolución 

impugnada. 

- Exorbitantes cuando se encuentran fuera de la litis planteada en el juicio. 

 

Además de las consideraciones anteriores, el demandado tendrá la carga de defender 

la legalidad de la resolución favorable. Como hemos venido estudiando, la nulidad de 

una resolución favorable se dará en cuanto a su fondo y no en cuanto a su forma, por lo 

que el demandado al contestar a su demanda deberá precisamente demostrar la legalidad 

de la resolución favorable en cuanto a su fondo. 

 

Al respecto es aplicable la tesis II-TASR-IX-570, visible en la R.T.F.F., No.60, 

Diciembre 1984, pág. 465 que señala: 

                                                 
5 ESQUIVEL VAZQUEZ, Gustavo. “ El juicio de lesividad y otros estudios ”. 1ª ed. Porrúa. México, 
2002. pag, 90 



 

RESOLUCION FAVORABLE A UN PARTICULAR.- SU IMPUGNACION EN 
JUICIO.- LOS ARGUMENTOS DEL DEMANDADO AL FORMULAR LA 
CONTESTACION DEBEN ENCAMINARSE A SOSTENER SU LEGALIDAD.-  
  
   El reconocimiento aduanero que establece una clasificación arancelaria en un 
pedimento de importación constituye una resolución favorable al particular 
interesado que no puede ser revocada por la autoridad. En tal razón, si la autoridad 
considera posteriormente que la clasificación efectuada es incorrecta debe 
demandar la nulidad de esa resolución ante el Tribunal Fiscal de la Federación en 
los términos de los artículos 198 fracción II, inciso b) y 207 del Código Fiscal de la 
Federación vigente. Ahora bien, si para cerciorarse de la incorrecta clasificación, la 
autoridad inicia un procedimiento administrativo de investigación, debe 
considerarse que el mismo es independiente de la resolución impugnada en juicio 
de nulidad pues ésta no deriva de aquél, en virtud de lo cual si la empresa 
demandada hace valer argumentos dirigidos a combatir dicho procedimiento 
invocando vicios cometidos en su desarrollo, tales argumentos deben estimarse 
inoperantes, ya que no se encaminan a demostrar la legalidad de la resolución a 
debate.(I) 

 
 Juicio No. 1/81.- Sentencia de 24 de agosto de 1984, por unanimidad de votos.- 
Magistrado Instructor: Leopoldo Santos Landois.- Secretario: Lic. Juan Francisco 
Tapia Tovar. 

 

 
 
V. Las pruebas que ofrezca. 
 
 

El único requisito que deberá cumplir este elemento de la demanda, será que la 

prueba sea admisible a juicio, según lo dispuesto por el artículo 230. 

 

Finalmente, siguiendo lo dispuesto por el artículo 215 como regla general, en la 

contestación a la demanda, el particular no podrá modificar los fundamentos de derecho 

o los motivos que dieron origen a la resolución impugnada.  

 

Con respecto a los documentos que debe anexar el demandado a su contestación 

de demanda, contenidos en el artículo 214, son de aplicarse las reglas contenidas en los 

tres últimos párrafos del artículo 209. La única fracción  que merece distinción es la II 

que se refiere al documento en que el demandado acredite su personalidad cuando no 



actúe en nombre propio. Al respecto es de aplicarse la misma regla contenida en el 

artículo 200 y fracción II del artículo 209. Es decir, el demandado deberá acreditar ante 

el Tribunal, a través de los diversos mecanismos aceptados, que cuenta con el interés 

jurídico para entrar a juicio. 

 
 
4.3.2 Excepciones y defensas 
 

 

Al momento de dar contestación a la demanda, el actor podrá ( de una manera 

activa ), resistir las pretensiones del actor, a través de las excepciones y defensas. Como 

bien indica Manuel Lucero Espinosa, no encontramos ni en la legislación, ni en la 

jurisprudencia, un criterio unánime que determine una diferencia substancial entre 

éstas.6 Uno de los criterios más aceptados sobre el tema, es el que considera que las 

excepciones son aquellas resistencias que el demandado hace valer sin atacar el fondo 

del asunto, con la sola intención de resolverlo o evitar su estudio ( en otras palabras 

podríamos decir que atacan la forma ). Por su parte, las defensas son las resistencias que 

opone el demandado, destinadas a atacar el fondo del asunto. 

 

De la lectura del mencionado artículo 213 del CFF, se desprenden las 

posibilidades que tendrá el demandado para oponer sus excepciones y defensas. Si bien 

es cierto que dicho artículo no establece literalmente la opción de hacer valer las 

excepciones y defensas, del estudio de cada una de las fracciones se llega a esa 

conclusión. De esta manera encontramos que la fracción I y la fracción II, en su primera 

parte, se refieren a las excepciones que podrá hacer valer el demandado. En cuanto a las 

                                                 
6 LUCERO ESPINOSA, Manuel. “ Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal 
Fiscal de la Federación ”. 6ª ed. Porrúa. México, 2000. pag, 141 



defensas, las fracciones II in fine, III y IV son las encargadas de regular esta forma de 

resistencia.  

 

Cuando hablamos de las posibles excepciones que puede hacer valer el 

demandado, debemos hacer alusión a los artículos que se correlacionan con éstas. En 

este sentido encontramos que el Código Fiscal de la Federación, regula dos especies 

diferentes de excepciones, en sus artículos 203 y 217. 

 

El artículo 203 se constituye como una de las excepciones ( consideradas 

perentorias por su naturaleza ) que el demandante puede oponer, toda vez que en dicho 

artículo se esgrimen las causales de sobreseimiento, que tiene como fin no entrar al 

estudio del fondo del asunto. Estas causales que el actor podrá hacer valer al momento 

de contestar la demanda o en cualquier momento del juicio, son las siguientes: 

 

I. Por desistimiento del demandante. 

II. Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de 

improcedencia a que se refiere el Artículo anterior. 

III. En el caso de que el demandante muera durante el juicio, si su pretensión es 

intransmisible o si su muerte deja sin materia el proceso. 

IV. Si la autoridad demandada deja sin efecto el acto impugnado. 

V. En los demás casos en que por disposición legal haya impedimento para emitir 

resolución en cuanto al fondo. 

 

Por otra parte, las excepciones contenidas en el artículo 217 podríamos 

considerarlas de naturaleza dilatoria. Estas excepciones son consideradas por el CFF 

como incidentes de previo y especial pronunciamiento, debido a que suspenderán el 

juicio y no podrá estudiarse el fondo del asunto, hasta en tanto no se haga un 



pronunciamiento sobre éstos. Los incidentes que considera el artículo 217 son los 

siguientes: 

I. La incompetencia en razón del territorio. 

II. El de acumulación de autos. 

III. El de nulidad de notificaciones. 

IV. El de interrupción por causa de muerte, disolución, incapacidad o declaratoria 

de ausencia. 

V. La recusación por causa de impedimento. 

 

En lo que respecta a las defensas, el artículo 213 nos indica que deberán referirse 

tanto a los hechos que exprese el actor, como a la refutación de los conceptos de 

impugnación vertidos por el mismo. A través de estas defensas, el particular tendrá la 

carga de demostrar la legalidad de la resolución favorable, sosteniendo el fondo del 

asunto.  

 

4.3.3 Reconvención 

 

Una más de las actitudes que puede asumir el demandado al contestar la 

demanda, es a su vez, pretender oponer un nuevo interés al propio actor. La 

reconvención o contrademanda se puede definir como la actitud que adopta el 

demandado, a través de la cual no sólo se opone a la pretensión del actor, sino que 

asume una posición de contraataque, introduciendo una nueva cuestión litigiosa en el 

proceso existente7. Esta institución se vuelve muy controvertida cuando hablamos de 

ella dentro del procedimiento contencioso administrativo. 

 

                                                 
7 OVALLE FAVELA, José. “ Teoría general del proceso ”. 4ª ed. Oxford. México, 2000. pag. 75 



La doctrina en general, en palabras de autores como Emilio Margáin Manautou y 

Manuel Lucero Espinosa, expresa que la reconvención no tiene aplicación legal en el 

procedimiento contencioso administrativo. Lo anterior lo fundamentan en que el hecho 

de aceptar la reconvención como una aplicación supletoria al artículo 333 del CFPC, 

estaría yendo en contra de lo dispuesto por el artículo 197 del CFF, y de la competencia 

que se otorga al Tribunal en su ley orgánica. Específicamente en lo relacionado con el 

juicio de lesividad, esgrimen que iría en contra de la naturaleza del artículo 36 del 

propio Código y del 32 de la LOTFJFA. Y para tales efectos, citan el siguiente criterio 

del Pleno del entonces TFF: 

 

La reconvención que pretende intentar la autoridad demandada ante este Tribunal, 

es contraria a diversos preceptos del Código Fiscal de la Federación, como por 

ejemplo, los artículos 192, 193, 198, 200, 202, etc. No es posible por tanto, aplicar 

en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles por que la H. 

Suprema Corte de Justicia ha sostenido que si en un ordenamiento no se encuentra 

una institución, no es correcto acudir a otro Código como supletorio; máxime que 

es un asunto que en la fase oficiosa no ha sido resuelto y ello entraña una 

indefensión del particular que viola el principio de igualdad de las partes, puesto 

que este último no puede argumentar contra dicha reconvención. Por lo anterior, 

se concluye que la institución procesal mencionada, es improcedente en el 

contencioso administrativo.  

 

Por su parte, Briseño Sierra y la Dra. Dolores Heduán Virués ( ex magistrada del 

entonces Tribunal Fiscal de la Federación ), contraponiéndose al criterio anterior, 

pugnan por la viabilidad de la reconvención dentro del procedimiento contencioso 

administrativo. Los argumentos con los que apoyan su criterio se fundamentan en que 

con dicha figura, se estarían respetando los principios de economía procesal y se evitaría 

la posible emisión de sentencias contradictorias.  El único aspecto – siguen diciendo – 



que habría que cuidar, sería que al momento de contestar la demanda y se introdujera 

una nueva cuestión litigiosa, se estuviera en tiempo para entablar dicha litis. 

 

En nuestro muy humilde punto de vista, creemos que la reconvención sí debe 

tener cabida dentro del procedimiento contencioso administrativo. Nos parece que el 

traer la reconvención del CFPC, en ningún momento contradice la supletoriedad del 

artículo 197, ni la naturaleza misma del procedimiento contencioso administrativo. A 

nuestra consideración, el hecho de que el Magistrado instructor admita una 

reconvención, debiera depender de tres elementos: que el actor reconvencional esté en 

tiempo para entablar la litis de la resolución, que la reconvención tenga como objeto una 

resolución distinta pero conexa a la original, ya sea por ser antecedente o consecuencia 

de ésta, y finalmente que por efectos de la reconvención no se involucren a nuevas 

partes. 

 

Pensemos por ejemplo, que la autoridad acude a juicio de nulidad, demandando 

la nulidad de una resolución mediante la cual le devolvió indebidamente al particular, 

determinada cantidad de dinero. Ante esta situación, el particular al momento de 

contestar la demanda se reconviene, argumentando que la devolución debió ser mayor 

que la otorgada, o que la devolución fue menor debido a que se originó a consecuencia 

de un acto administrativo anterior, el cual estaba viciado ( mismo que sería objeto de la 

reconvención ). 

 

Caso contrario, pero de la misma naturaleza, sería el supuesto en que el 

particular acude a juicio a demandar la nulidad de la resolución a través de la cual se le 

devuelve el saldo a favor del Impuesto al Valor Agregado de determinado ejercicio, 



pues éste considera que debió ser mayor. Ante esta pretensión, la Autoridad se 

reconviene y pretende que dicha resolución no sólo  se desvirtúe, sino que también 

impugne la nulidad de una resolución anterior que dio como consecuencia la emisión de 

la resolución originalmente impugnada. Con lo anterior, la reconvención estaría 

tomando el papel de juicio de lesividad. 

 

Por lo anterior, nos parece factible la inclusión de la institución de la 

reconvención en el procedimiento contencioso administrativo para que a través de su 

debida legislación, se eviten las posibles contradicciones a las que hacían referencia los 

autores antes citados. Además, la ley no debe guardar un vacío legal ante el supuesto de 

esta naturaleza. 

 

No podemos concluir el estudio de la contestación a la demanda, sin hablar de 

una de las consecuencias que dentro del procedimiento contencioso administrativo se 

puede dar, crear en el actor el derecho de ampliar su escrito inicial de demanda. El 

artículo 210 del CFF regula esta situación al expresar que el actor podría ampliar su 

demanda ante los siguientes supuestos:  

 

I. Cuando se impugne una negativa ficta; 

II. Contra el acto principal del que derive el impugnado en la demanda, así como 

su notificación, cuando se den a conocer en la contestación; 

III. En los casos previstos por el Artículo 209 Bis. 

IV. Cuando con motivo de la contestación, se introduzcan cuestiones que sin violar 

el primer párrafo del artículo 215 no sean conocidas por el actor al presentar la 

demanda. 

 

En el juicio de lesividad no se actualiza la posibilidad de ampliar la demanda. Lo 

anterior se debe a que bajo ninguna circunstancia, una situación de hecho que se 



combata a través del juicio de lesividad, encuadraría en los supuestos que contempla en 

numeral antes citado. Así tenemos, por ejemplo, que la autoridad nunca podrá impugnar 

una negativa ficta; nunca podrá argumentar en su escrito de demanda el no conocer la 

resolución impugnada pues ella misma la emitió, y menos aún el particular, al contestar 

la demanda,  podría dar a conocer hechos que la propia autoridad desconociera.  

 

La doctrina ( y la misma ley ) es unánime al declarar que la ampliación de 

demanda es una figura que no cabe en el juicio de lesividad debido – entre otros – a los 

razonamientos antes esgrimidos. No obstante, y con el afán de realizar un estudio 

integral, nos parece oportuno hacer un razonamiento sobre una duda que, al momento 

de estudiar esta situación en particular, podría surgir. 

 

La afirmativa ficta surge a consecuencia del mismo mecanismo – contrario sensu 

–  por el que se configura la negativa ficta. En tales circunstancias, si se presentara el 

caso en el que la Autoridad acude a juicio de lesividad, demandando la afirmativa ficta 

y en el escrito de demanda establece que no conoció la petición o consulta ( tal vez por 

que la extravió ) o simplemente en ese momento no pudo ofrecer como prueba ( por 

diversas causas ), el escrito a través del cual se le hizo la petición, se podría pensar que 

en tal supuesto podría otorgarse la ampliación de demanda para que el demandado 

presentara en su contestación, el documento por el cual se realizó la consulta. En ese 

supuesto, no es factible el otorgar una ampliación de demanda, pues la Autoridad en 

este caso tiene la carga de la prueba y no obstante contar con la presunción de legalidad 

que le da el artículo 68 del Código Tributario, en este caso debe probar la existencia de 

la resolución impugnable y ante esta omisión nos parece que el Magistrado instructor 



deberá desechar por improcedente la demanda en términos del penúltimo párrafo del 

artículo 208. 

 

 En conclusión, es claro y estamos de acuerdo en que el momento procesal de 

ampliar la demanda, no sea procedente en el juicio de lesividad, pues iría en contra del 

objetivo fundamental del mismo juicio. 

 

 

4.4  Sentencia 

 

En el capítulo anterior estudiamos los elementos sustanciales de la sentencia, 

dijimos que es una resolución jurisdiccional que pone fin al proceso, decidiendo sobre 

las pretensiones de las que ha sido objeto, y establecimos cuáles son los efectos que 

podría tener dentro del procedimiento contencioso administrativo. Este apartado tiene 

como objeto analizar someramente algunos aspectos formales de la sentencia estudiando 

algunos de sus requisitos y contenidos, con el fin de observar cómo se desarrolla en la 

práctica.  

 

4.4.1 Contenido de la sentencia 

 

La sentencia que termine con el juicio de lesividad, por su propia naturaleza, deberá 

estar integrada por el preámbulo, los resultandos, considerandos y puntos resolutivos 

que cualquier sentencia debe contener. Como hemos visto, la sentencia que recaiga al 

juicio de lesividad sólo podrá pronunciarse en tres sentidos: reconociendo la validez de 

la resolución favorable, declarando la nulidad de la misma o sobreseyendo el juicio. A 



través de los considerandos, el Magistrado instructor  deberá hacer los razonamientos 

lógicos por los que llegue a concluir que la resolución favorable al particular 

ciertamente es lesiva para la Autoridad y en su caso decretar la nulidad de la misma, o 

en su defecto reconocer su validez. 

 

El autor Gregorio Sánchez León establece, además, que dichas sentencias podrán ser 

declarativas o de condena, señalando al respecto lo siguiente8:  

 

a) La sentencia declarativa produce el efecto de determinar el derecho; la 

sentencia de condena, además de este efecto, produce también el efecto de 

constituir un título para la realización forzosa de la relación declarativa.  

b) La sentencia declarativa afirma un derecho a la pretensión; la sentencia de 

condena comprueba un derecho que además debe también ser satisfecho. 

c) La sentencia declarativa afirma sólo el derecho; la sentencia de condena afirma 

que este derecho deber ser cumplido o satisfecho. 

 

El momento procesal en que se deberá dictar la sentencia será, una vez cerrada la 

instrucción, teniendo para tal efecto un plazo máximo de sesenta días, según lo dispone 

el artículo 236. Durante este lapso, el Magistrado instructor deberá entrar primeramente 

al estudio de las posibles causas de sobreseimiento (  por ser una cuestión de oficio ) 

que se hubieran suscitado durante la tramitación del juicio, y posteriormente entrará al 

fondo del negocio dando prioridad a las causales que pudieran concluir en una nulidad 

lisa y llana. Una vez cumplimentado el estudio y emisión de la sentencia, se someterá a 

                                                 
8 SANCHEZ LEON, Gregorio. “ Derecho Fiscal Mexicano ”. Tomo IV. 13ª ed. Cárdenas. México, 2003. 
pag. 354 



la consideración de la Sala para su unánime pronunciamiento o en su defecto, su 

emisión por mayoría. 

 

En conclusión, observamos que, independientemente de los requisitos de todo acto 

de autoridad, las sentencias que recaigan a la conclusión de un juicio de lesividad, deben 

cumplir con los mismos requisitos que en el caso del juicio de nulidad. A diferencia de 

otros momentos procesales que hemos estudiado aquí, en este tipo de sentencias no 

encontramos distinción con respecto a la que resuelve el juicio de nulidad, con la 

excepción de que las causales en las que podrá sustentar la sentencia del juicio de 

lesividad se restringen a tres, limitándose también los posibles efectos que tendrá la 

misma. De tal forma que una sentencia dictada por el TFJFA, no se verá afectada por la 

naturaleza del proceso contencioso administrativo que resuelva.  

 

4.4.2 Impugnación de la sentencia 

 

Una vez que se ha dictado la sentencia, uno de los problemas que podría surgir, es 

que, no obstante haberse emitido con toda legalidad sustentadas en los artículos 236 y 

237 del CFF, los efectos de la misma no sean los adecuados para alguna de las partes. 

En el caso del juicio de lesividad, es obvio que la autoridad busca la nulidad de la 

resolución favorable y el particular, su permanencia. Pero aun cuando el efecto de la 

sentencia fuera favorable a las causas de alguna de las partes, ésta podría estar 

inconforme con los términos de la sentencia, pues podría estar resolviendo sólo una 

parte de la nulidad solicitada o bien, simplemente la parte procesal contendiente a la que 

no le fue favorable la sentencia, tendrá la necesidad y el derecho de impugnarla si así lo 

considera.  



 

Las sentencias emitidas por el TFJFA cuentan con la característica de convertirse 

en resoluciones definitivas, con el fin de que puedan ser impugnadas. En caso contrario, 

estaríamos dejando en estado de indefensión al particular y el procedimiento 

contencioso administrativo estaría contrariando a la Constitución misma. Por tal 

situación, la legislación contempla la posibilidad de que las sentencias que recaigan a un 

juicio de lesividad – en este caso –  puedan ser impugnadas. El único aspecto que 

tendríamos que cuidar sería cuál de las partes ( si la autoridad o el particular ) es la que 

intenta impugnar la sentencia, para determinar la ley aplicable. 

 

El Código Tributario, mediante el penúltimo párrafo de su artículo 239, estipula que 

los efectos de la sentencia, se verán suspendidos en el momento en que se impugne la 

misma y hasta en tanto no se resuelva el medio de impugnación optado. Es decir, los 

efectos de la sentencia no deberán ser cumplimentados por la Autoridad Administrativa 

sino hasta que se considere una sentencia definitiva.  

 

4.4.2.1 Juicio de Amparo Directo 

 

El juicio de amparo directo o uniinstancial es el medio de impugnación que 

podrá ejercitar el particular. Sin hacer mayor pronunciamiento sobre el juicio de 

amparo, es oportuno señalar que el artículo 158 y demás correlativos de la ley de 

amparo, contempla dentro de su competencia por materia, las resoluciones que pongan 

fin a juicios administrativos ( sentencias ). 

 



En ese sentido, el particular podrá acudir al llamado recurso de casación,9 en el 

supuesto de que la sentencia que ponga fin al juicio de lesividad, revoque y declare la 

nulidad lisa y llana de la resolución favorable. Otro supuesto en que se podrá pedir la 

protección de la Justicia de la Unión sería cuando si bien la sentencia no declaró la 

nulidad lisa y llana de la resolución, sí la modificó en determinados aspectos que 

igualmente le causen un agravio al particular.  

 

Ante alguna de las situaciones anteriores, el administrado que a partir de ese 

momento se convertirá en quejoso, tendrá quince días siguientes a partir de que surta 

efectos la notificación de la sentencia, para interponer a través de la Sala del 

conocimiento, la demanda de amparo. Por su parte, la Sala del conocimiento, le correrá 

traslado de la demanda a las partes, remitiéndole los autos del expediente y su informe 

con justificación del acto reclamado – que resulta ser la sentencia – al Tribunal 

Colegiado de Circuito en Materia Administrativa, pues éste será el órgano jurisdiccional 

competente para conocer del juicio de amparo. 

 

Al momento de interponer el juicio de amparo, el particular podrá impugnar 

tanto los errores in procendo ( o sea las violaciones a las disposiciones procedimentales 

durante la tramitación del proceso que afecten las defensas del quejoso, transcendiendo 

al fallo definitivo ), artículo 159 de la Ley de Amparo, así como los errores in iudicando 

( las infracciones contenidas en la sentencia ), según el artículo 158 de dicha ley10. 

 

 

                                                 
9 José Luis Vázquez, señala que doctrinalmente se afirma que el juicio de amparo directo es un recurso de 
casación, más que un proceso autónomo, ya que las partes son las mismas que en el proceso ante el 
tribunal administrativo. pag. 265 
10 SANCHEZ LEON, Gregorio. “ Derecho Fiscal Mexicano ”. Tomo IV. 13ª ed. Cárdenas. México, 2003. 
pag. 312 



4.4.2.2 Recurso de Revisión 

 

El recurso de revisión que contempla el artículo 248 del CFF, es un medio de 

impugnación unilateral11, a través del cual las autoridades podrán impugnar las 

sentencias que pongan fin al juicio de lesividad. Siendo impugnables las sentencias que 

decreten o nieguen un sobreseimiento cuando sea contrario a sus intereses, cuando la 

sentencia sólo modifique en parte la resolución favorable y la siga considerando lesiva, 

o bien cuando la sentencia confirme la validez de la resolución favorable. 

 

El artículo 248 establece los supuestos que deberán darse para que la Autoridad 

pueda interponer el recurso de revisión y, a su vez, el Tribunal Colegiado de Circuito12 

lo pueda admitir, los cuales son: 

 

I.- Sea de cuantía que exceda de tres mil quinientas veces el salario mínimo general 

diario del área geográfica correspondiente al Distrito Federal, vigente al momento 

de la emisión de la resolución o sentencia. 

 

En la actualidad este requisito se traduce en la cantidad de $158,340  como 

mínimo para que pueda proceder el recurso de revisión.  

 

II.- Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la 

señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el 

recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso. 

 

 

                                                 
11 LUCERO ESPINOSA, Manuel. “ Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal 
Fiscal de la Federación ”. 6ª ed. Porrúa. México, 2000. pag, 265 
12 Actualmente en la práctica, observamos que los TCC admiten la casi la totalidad de los recursos 
interpuestos, sin llevar a cabo el estudio a fondo para determinar si en verdad la sentencia recurrida debe 
ser objeto de una revisión. 



Este es un aspecto que tanto la Autoridad como el TCC ha dejado de considerar. 

La SCJN ha emitido jurisprudencia a través de la cual debemos entender por 

importancia lo que es muy conveniente o interesante, o de mucha entidad o 

consecuencia; y por trascendencia debe entenderse el resultado, consecuencia de índole 

grave o muy importante.  

 
III.- Sea una resolución dictada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o 

por autoridades fiscales de las Entidades Federativas coordinadas en ingresos 

federales y siempre que el asunto se refiera a: 

 

a).- Interpretación de leyes o reglamentos en forma tácita o expresa. 

b).- La determinación del alcance de los elementos esenciales de las 

contribuciones. 

c).- Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución 

impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las 

facultades de comprobación. 

d).- Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente 

y trasciendan al sentido del fallo. 

e).- Violaciones cometidas en las propias resoluciones o sentencias. 

f).- Las que afecten el interés Fiscal y Administrativa. 

 

IV.- Sea una resolución dictada en materia de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos. 

 

V.- Sea una resolución en materia de aportaciones de seguridad social, cuando el 

asunto verse sobre la determinación de sujetos obligados, de conceptos que 

integren la base de cotización o sobre el grado de riesgo de las empresas para los 

efectos del seguro de riesgos del trabajo. 

 

En los juicios que versen sobre resoluciones de las autoridades fiscales de las 

Entidades Federativas coordinadas en ingresos federales, el recurso sólo podrá ser 

interpuesto por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 



Además de los requisitos que expresamente señala el artículo en comento, 

Emilio Margáin esgrime que la Autoridad para optar por la interposición del Recurso de 

Revisión, también deberá observar los siguientes lineamientos:13  

 

- Que el asunto resuelto por las Salas del Tribunal sea el primero de su 

naturaleza y traiga o pueda traer consigo que otros particulares, con problemas 

similares, percatados del fallo, intenten el juicio con idénticos resultados, por lo 

que sería de interés conocer el criterio de los tribunales colegiados. 

- Que el asunto, aun no siendo nuevo, esté resuelto en forma diferente por la 

Suprema Corte o por los tribunales colegiados. 

- Cuando el problema haya sido resuelto a favor de la autoridad por la Suprema 

Corte o por algún tribunal colegiado.  

- Que el problema no esté debidamente explorado por el Derecho Tributario o 

Administrativo según sea el caso. 

 

En el aspecto práctico, al igual que el particular en el juicio de amparo, la autoridad 

tendrá quince días siguientes al en que surta efectos la notificación de la sentencia, para 

interponer el recurso de revisión ante la Sala del conocimiento de dicho juicio. Una vez 

recibida la demanda, la Sala correrá traslado al particular  y  remitirá al TCC14 

competente, los autos del juicio para efectos de su radicación. 

 

 Finalmente, es adecuado mencionar que, según lo dispuesto por el artículo 249, 

cuando por motivo de una misma sentencia se interponga juicio de amparo y recurso de 

                                                 
13 MARGAIN MANAUTOU, Emilio. “ De lo contencioso administrativo de anulación o de ilegitimación 
”. 11ª ed. Porrúa. México, 2002. pag  193 
14 El artículo 248 le da expresamente la competencia a los Tribunales Colegiados de Circuito para que 
conozcan de los recursos de revisión, pues como la doctrina lo menciona, el recurso de revisión no es, 
más que un juicio de amparo disfrazado.  



revisión, deberá conocer el mismo TCC, para lo cual la Sala Regional del TFJFA que 

tuvo conocimiento, tendrá que informar al TCC dicha situación. 


